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Exp.1029/2023-2 


TRIBUNAL ESTATAL DE   JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 1029/2023-2
PARTE ACTORA: 

**********AUTORIDAD DEMANDADA:

SECRETARIA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO
MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: GEORGINA JUAREZ MARTINEZ
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a cuatro de junio de dos mil veinticuatro.

V I S T O,  para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 1029/2023-2 promovido por el C. **********,  contra actos emitidos por el Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado; y la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado.**********R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el diecinueve de octubre del dos mil veintitrés, el C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado y la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, y por los actos que a continuación se precisan:

"La determinación de las multas contenidas en el número de crédito 162313 emitido por el Director de Recaudación y política fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado de san Luis potosí”

II.- Por auto de fecha veintitrés de octubre de dos mil veintitrés, se tuvo por admitida la demanda del C. **********,  en contra del Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado y la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, ordenándose correr traslado, para que contestaran lo que a su derecho conviniera, ofrecieran y exhibieran las pruebas que estimaran pertinentes.

III.- Por auto de fecha  veintiocho de noviembre de dos mil veintitrés, se tuvo al Procurador Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la Secretaria de Finanzas y de la Dirección General de Ingresos de dicha Secretaria, por dando contestación a la demanda, por lo que se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos legales a que haya lugar.

Por otra parte, en razón de las autoridades demandadas anexaron dichos documentos a su contestación de demanda, se le otorgo a la parte actora el plazo de diez días para que pudiera ampliar su demanda.

IV.- Por auto de fecha catorce de marzo de dos mil veinticuatro, se tuvo a la parte actora por ampliando la demanda, por lo que se ordenó que con una copia simple de la misma se le corriera traslado a las autoridades demandas, para que manifestaran lo que a su derecho conviniera, ofrecieran, y exhibieran las pruebas que estimaran convenientes y expresaran los hechos que estuvieren relacionados con la misma.

V.- Por auto de veinticinco de abril de dos mil veinticuatro, se tuvo a las autoridades demandadas por conducto del Procurador Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, por contestando la ampliación de demanda, por lo que se ordenó correr traslado a la parte actora por el término de cinco días para los efectos a que se refiere el artículo 100 del Código Procesal Administrativo.

Por último, se señalaron las Diez horas del veinte de mayo de dos mil veinticuatro, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
VI.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que no se formularon por ninguna de las partes. Finalmente, se citó para resolver.
C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La parte actora acreditó su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la determinación de las multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, con número de crédito fiscal 162313, de fecha veintitrés de agosto de dos mil veintitrés , emitida por el Director de Recaudación y política fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, por la cantidad total de $ 1,556.01 (mil quinientos cincuenta y seis con un centavo 0/100 M.N), el cual se encuentra dirigido a la actora; documental que obra a foja 8 del expediente en el que se actúa
Tocante a la autoridad demandada; compareció a dar contestación a la demanda el C. **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, y de la Dirección  de Recaudación y política Fiscal de la Secretaria de finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, quien para acreditar la calidad del cargo, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 25 del expediente en que se actúa.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del crédito fiscal 162313, de fecha diecinueve  de veintitrés de agosto de dos mil veintitrés, emitida por el Director  de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual se impuso a la parte actora multa por la cantidad total de $ 1,556.01 (mil quinientos cincuenta y seis pesos con un centavo  01/100 M.N)
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido, se tiene que la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda hizo valer diversa excepción de falta de legitimación pasiva, en cuanto a la diversa autoridad demandada Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, al señalar que no es parte en el presente juicio, ni la autoridad ordenadora ni la ejecutora de la resolución impugnada.

En primer término, se debe de hacer mención, que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 31 fracción II de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, se prevé la existencia jurídica de la Secretaria de Finanzas como dependencia de la Administración Pública Estatal, a quien le corresponde entre otras cosas, según lo previsto en las fracciones V y XI  del artículo 33 de la misma ley, la de recaudar derechos y ejercer la facultad económico-coactiva; y la cual cuenta para el despacho de sus asuntos de conformidad con lo dispuesto  por la fracción II del artículo 3, del Reglamento Interior de la Secretaria de Finanzas con diversas unidades administrativas, en las que se encuentra la .

Por último, se debe de hacer mención, que de acuerdo a lo que ordena el artículo 228 último párrafo del citado Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y no advirtió que en la especie se actualice causal de improcedencia alguna, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda y en el de ampliación de la misma se localizan a fojas 2 a la 4 a la  y de 41 a la 42  del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “

SEXTO.- En primer término se debe de precisar que el acto impugnado se hace consistir en el requerimiento 13/22 000000127, crédito fiscal 162313,  de fecha veintitrés de agosto de dos mil veintitrés;  así como su requerimiento con número de emisión 13/23, folio 000000127, y sus notificaciones, documentales que obran a fojas de la 5 a la 6  del expediente en el que se actúa. 

Así las cosas, se desprende que de los conceptos de impugnación hechos valer en el escrito inicial de demanda y en el de su ampliación, la parte actora hace valer diversos conceptos de impugnación tendientes a combatir las multas contenidas en el número de requerimiento 13/22 000000127, crédito fiscal número 162313;  respecto del requerimiento de obligaciones omitidas con número de emisión 13/23, y folio número 0000000127;  para posteriormente hacer valer el cumplimiento espontaneo de las obligaciones fiscales. 

En ese sentido, esta Segunda Sala para un mayor entendimiento de la presente resolución procede al estudio de fondo de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, ello atendiendo al principio de mayor beneficio y de conformidad con los siguientes criterios:  

AGRAVIOS. EXAMEN DE LOS.

Es obvio que ninguna lesión a los derechos de los quejosos pueda causarse por la sola circunstancia de que los agravios se hayan estudiado en su conjunto, esto es, englobándolos todos ellos, para su análisis, en diversos grupos: ha de admitirse que lo que interesa no es precisamente la forma como los agravios sean examinados, en su conjunto, separando todos los expuestos en distintos grupos o bien uno por uno y en el propio orden de su exposición o en orden diverso, etc.; lo que importa es el dato substancial de que se estudien todos, de que ninguno quede libre de examen, cualquiera que sea la forma que al efecto se elija. 

CONCEPTOS DE ANULACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. ES PREFERENTE EL ESTUDIO DE AQUELLOS QUE CONDUZCAN A DECLARAR LA NULIDAD LISA Y LLANA DEL ACTO IMPUGNADO POR REPRESENTAR UN MAYOR BENEFICIO PARA EL ACTOR (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUANAJUATO).

El artículo 17 constitucional consagra la garantía de acceso a la impartición de justicia, la cual se encuentra encaminada a asegurar que las autoridades -órganos judiciales o materialmente jurisdiccionales- lo hagan de manera pronta, completa, gratuita e imparcial, por lo que uno de los principios que consagra dicha garantía es el de exhaustividad, entendiéndose por tal la obligación de los tribunales de resolver todas las cuestiones sometidas a su conocimiento, sin que les sea lícito dejar de pronunciarse sobre alguna. Por su parte, los numerales 87 y 89, fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, establecen la existencia de dos requisitos que deben observarse en el dictado de las resoluciones: el de congruencia y el de exhaustividad. Ahora, si bien es cierto que en la citada ley no existe una disposición expresa que establezca el orden en que deben analizarse los conceptos de anulación, también lo es que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado se encuentra constreñido a ocuparse de todos los motivos de impugnación en que descansa la pretensión anulatoria del actor, y preferentemente de los orientados a declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado, ya que de resultar fundados se producirá un mayor beneficio jurídico para el actor, pues se eliminarán en su totalidad los efectos del acto administrativo, con lo que se respeta la garantía de acceso efectivo a la justicia y, en particular, el principio de completitud que ésta encierra. 

SÉPTIMO.- Estudio. A juicio de esta Segunda Sala Unitaria, uno de los conceptos de impugnación resulta esencialmente fundado y suficiente para conceder la anulación del acto impugnado.

A. Problema jurídico.

En el segundo concepto de impugnación la demandante refiere que la resolución impugnada no se encuentra debidamente fundada y motivada, en tanto que la conducta infractora aducida por la autoridad no encuadra dentro del supuesto normativo invocado como sustento de la sanción, siendo por demás evidente la transgresión a lo dispuesto por el artículo 46, fracción IV, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.

Dice la demandante que la resolución controvertida no se encuentra debidamente fundada y motivada, en tanto la conducta infractora señalada por la autoridad y consistente en “presentar extemporáneamente y no espontáneamente, que para mayor exhaustividad en la presente resolución se transcribe “(…) 

PRIMERO - violación al artículo 46 fracción IV en relación con el artículo 158 fracción 1 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí en virtud de que la autoridad demandada no está siendo clara sobre la conducta que se pretende Sancionar, causando confusión en el suscrito.

El artículo 46 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí establece que los actos administrativos deberán tener ciertos requisitos indispensables para considerarse válidos, en concreto, la fracción IV establece que debe estar fundado, motivado y expresar la resolución, objeto o propósito de que se trate.

En caso del artículo 153 fracción I del Código Fiscal establece que son infracciones relacionadas con la obligación de pago de las contribuciones el no presentar las contribuciones,  comprobantes Fiscales  digitales por internet o formularios de pago  a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, el hecho de "No presentar las declaraciones, o presentarlos extemporáneamente", invocado por la demandada como sustento de las multas controvertidas.

En ese sentido, si en el caso concreto, la autoridad demandada en la resolución impugnada impuso a el actor diversas multas, por haber presentado extemporáneamente y no espontáneamente previstos en las disposiciones legales, respecto del pago provisional mensual del impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal (ISERTP) de los periodos JUNIO 2019, ENERO 2022 FEBRERO 2022, fundamentando las infracciones correspondientes en el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, es patente que dicha resolución sancionadora resulta ilegal, pues dicha fracción no prevé la conducta infractora que se atribuye a la contribuyente, como es, presentar declaraciones mediante requerimiento fuera de los plazos previstos en las disposiciones legales.

En consecuencia, queda evidenciado que en la especie no existe adecuación entre la conducta infractora y el supuesto o hipótesis de sanción previsto en la norma que se invoca como fundamento en la resolución impugnada.

En efecto, para considerar que la conducta realizada por un contribuyente constituye una infracción a las disposiciones fiscales, y ésta puede ser sancionada, tal conducta debe encontrarse prevista de manera puntual y exacta como supuesto de infracción en alguna norma, de manera que realizada esa conducta encuentre adecuación con el supuesto normativo previamente previsto en la ley como infracción y sujeto a una sanción, en base a la hipótesis prevista de forma exacta, ello con base en el artículo 2 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potos (..)”. 
Sin embargo, concluye la accionante que el artículo 46 fracción IV claramente establece debe tener ciertos requisitos en relación con  el diverso numeral 153  I  del  Código Fiscal del Estado,  sin embargo, lo cierto es que la conducta “presentar extemporáneamente y no espontáneamente en fecha 23/08/2023  la declaración y formulario de pago a que estaba obligado (…) misma que le fue solicitada mediante requerimiento de autoridad número: 13-22-0000000127, notificado el día 15/09/2023”, no encuadra en el supuesto normativo señalado como sanción, pues la autoridad parte de premisas equivocas, así como de una incorrecta interpretación de los fundamentos en base a los cuales funda los actos reclamados, violentando lo establecido por el numeral 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que estipula que son infracciones relacionadas con la obligación de pago de las contribuciones, así como de presentación de las declaraciones, entre otras, presentar las declaraciones, avisos o constancias que exijan las disposiciones fiscales a requerimiento de las autoridades fiscales, lo anterior, toda vez que la conducta que la autoridad fiscal describe como infractora en la multa impugnada, no se ajusta al supuesto sancionatorio invocado como sustento, esto es, el previsto por el artículo 154, fracción I, del Código Fiscal del Estado.

Por su parte, la autoridad demandada al producir su contestación, esencialmente indicó respecto de dicho concepto de anulación, que la manifestación de la actora resulta falsa, pues el acto impugnado fue emitido en apego a la legalidad dado que del contenido del artículo 153 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, literalmente establece como infracción que el contribuyente presente sus declaraciones o formularios de pago de forma extemporánea, hipótesis que en el caso se tipificó, además de las pruebas ofrecidas por la parte actora ofreció las documentales, que se encuentran agregadas a fojas (27)   consistente en el requerimiento emisión folio 000000127 de fecha 11 de mayo 2022 y la notificación que obra a fojas de fecha treinta de mayo de 2022 (28), la que hace prueba plena en contra de la Autoridad demandada, con fundamento en los artículos 388 y 395 del Código de Procedimientos Civiles en el Estado.  Por,  lo cual hace evidente que medió requerimiento formulado por la autoridad hacendaria, acto formal a través del cual se le hizo saber al contribuyente, la omisión en que incurrió, por lo que la conducta se ajusta a la hipótesis legal prevista en el numeral 153, fracción IIl, del Código Tributario.

 .  

De lo anterior se obtiene que la cuestión a dilucidar consiste en el siguiente tópico ¿la resolución sancionatoria se encuentra adecuadamente fundada? ¿las razones por las cuales se determinó la conducta infractora coinciden con la norma invocada?

B. Decisión

Como se adelantó, el concepto de impugnación reseñado resulta fundado.

A criterio de la suscrita Magistrada el concepto de anulación sujeto a estudio es fundado, porque el artículo 46, fracción IV, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, señala que los actos y resoluciones de autoridad deben estar fundados y motivados, entendiéndose por motivación, el señalamiento preciso de las circunstancias, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, y por fundamentación, la cita expresa y exacta de los preceptos legales en los que la autoridad se apoya para proceder en esos términos, relativos a la competencia de la autoridad, al posible ejercicio de sus facultades de comprobación y a las obligaciones u omisiones por las que se emite aquélla; es necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.

Ahora, como fue precisado párrafos precedentes, en el caso, compareció  ********** a demandar la nulidad de la resolución identificada con el crédito fiscal número 162313, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; mediante la cual, se impone multa a la parte actora por una cantidad de $1,556.01 (MIL QUINIENTOS CINCUENTA Y SEIS PESOS 01/100 M.N.), por infracciones al Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.

En efecto, como puede verse del acto impugnado (ver foja 8 de autos) se desprende que la autoridad demandada establece como motivación y fundamentación de la infracción las siguientes:

	Declaración de pago mensual del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal (ISERTP)
	JUNIO 2019
	Se determinó multa por presentar extemporáneamente y no espontáneamente en fecha 05/07/22 la declaración y formulario de pago a que está obligado de conformidad con el Artículo 24 de la Ley de Hacienda para el estado
 de San Luis Potosí, correspondiente al mes de JUNIO del 2019 misma que fue solicitada mediante requerimiento de Autoridad número: 13/22-0000000127, notificado el día 30/05/2022.
	Artículo 153 Fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.
	Artículo 154 Fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí
	


	Declaración de pago mensual del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal (ISERTP)
	ENERO 2022
	Se determinó multa por presentar extemporáneamente y no espontáneamente en fecha 07/06/22 la declaración y formulario de pago a que está obligado de conformidad con el Artículo 24 de la Ley de Hacienda para el estado

 de San Luis Potosí, correspondiente al mes de Enero 2022 misma que fue solicitada mediante requerimiento de Autoridad número: 13/22-0000000127, notificado el día 30/05/2022.
	Artículo 153 Fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.
	Artículo 154 Fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí
	


	Declaración de pago mensual del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal (ISERTP)
	FEBRERO 2022
	Se determinó multa por presentar extemporáneamente y no espontáneamente en fecha 07/06/22 la declaración y formulario de pago a que está obligado de conformidad con el Artículo 24 de la Ley de Hacienda para el estado

 de San Luis Potosí, correspondiente al mes de Febrero del 2022 misma que fue solicitada mediante requerimiento de Autoridad número: 13/22-0000000127, notificado el día 30/05/2022.
	Artículo 153 Fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.
	Artículo 154 Fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí
	


De la transcripción se obtiene que la demandada invoca como precepto legal en que se sustenta la infracción, el artículo 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado, que a la letra dispone lo siguiente:

“ARTICULO 153.- Son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones, las siguientes: 

I. No presentar las declaraciones, comprobantes fiscales digitales por internet o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, o presentarlos extemporáneamente, o incompletos o con errores;..."

Énfasis nuestro.

Del trasunto se desprende medularmente que bajo ese numeral se tipifican como infracciones relacionadas con el pago de contribuciones:

a) No presentar las declaraciones, comprobantes fiscales o formularios de pago a que estén obligados,

b) Presentar extemporáneamente, las declaraciones, comprobantes fiscales o formularios de pago, y;

c) Presentar incompletos o con errores las declaraciones, comprobantes fiscales o formularios de pago. 

Sin embargo, la actora refiere que la conducta que penaliza la autoridad demandada no encuadra con lo establecido en el artículo en estudio, en razón de que ese precepto legal no establece como infracción el hecho de presentar extemporáneamente y no espontáneamente la declaración y formulario de pago que fuera solicitada mediante requerimiento de autoridad, lo cual se considera fundado.

Lo anterior es así, puesto que los tres supuestos de infracción que contempla el numeral en análisis, y que se refieren a cuando no existe requerimiento de autoridad se refieren no presentar las declaraciones, comprobantes fiscales o formularios de pago a que estén obligados, presentarlos extemporáneamente o presentarlos incompletos o con errores.

Y en el caso la autoridad está motivando como hecho sancionable presentar extemporáneamente y no espontáneamente la declaración y formulario de pago a que estaba obligada, misma que le fue solicitada mediante requerimiento de autoridad; por lo cual se considera fundado la existencia de un requerimiento por parte de las autoridades fiscales, de donde es evidente que la conducta preciada no se ubique en el dispositivo en el que la autoridad demandada le atribuye a la hoy actora la infracción.

Ahora bien, si la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, impuso senda multa por haber presentado extemporáneamente y no espontáneamente la declaración y formulario de pago a que estaba obligada y que le fuera solicitada mediante requerimiento de Autoridad, no puede considerarse que exista adecuación entre tal conducta atribuida a la actora y lo previsto por el artículo 131 fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, ya que, no se advierte la cita de precepto legal alguno en el que se establezca que sea sancionable dicha conducta.

Se establece lo anterior, atendiendo a que, la autoridad demandada en consideración a la interpretación estricta de las normas infractoras, en términos del numeral 2º del Código Fiscal del Estado, se encontraba obligada a fundar y motivar correctamente la conducta infractora prevista en el artículo 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado, acorde al supuesto concreto de incumplimiento del contribuyente, a efecto de otorgarle certeza jurídica del motivo de la infracción, para la aplicación de la sanción correspondiente prevista en el artículo 154, fracción I, del Código Fiscal del Estado, ello acorde al principio de aplicación estricta de las normas, y al respecto cobra aplicación el criterio emitido por el Pleno de la Suprema Corte en la Jurisprudencia cuyo rubro y contenido es el siguiente.

“TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS. El principio de tipicidad, que junto con el de reserva de ley integran el núcleo duro del principio de legalidad en materia de sanciones, se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. En otras palabras, dicho principio se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción; supone en todo caso la presencia de una lex certa que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones. En este orden de ideas, debe afirmarse que la descripción legislativa de las conductas ilícitas debe gozar de tal claridad y univocidad que el juzgador pueda conocer su alcance y significado al realizar el proceso mental de adecuación típica, sin necesidad de recurrir a complementaciones legales que superen la interpretación y que lo llevarían al terreno de la creación legal para suplir las imprecisiones de la norma. Ahora bien, toda vez que el derecho administrativo sancionador y el derecho penal son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado y dada la unidad de ésta, en la interpretación constitucional de los principios del derecho administrativo sancionador debe acudirse al aducido principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón.”

 De la tesis preinserta se tiene que la Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha pronunciado en el sentido de que debe acudirse al principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón.
Conforme a lo que ha quedado expuesto, del análisis al artículo 131, fracción I, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, la multa controvertida no se encuentra debidamente motivada y fundada pues si bien es cierto que se señaló el precepto legal que se pretendió resultaba aplicable al caso, no menos cierto resulta, que las circunstancias especiales, razones particulares y causas inmediatas que se tuvieron en consideración para la emisión de las sanciones no se adecua a las hipótesis normativas contempladas en el numeral aplicado al caso concreto, por lo que no se puede sancionar a la hoy actora por “presentar extemporáneamente y no espontáneamente la declaración y formulario de pago que fuera solicitada mediante requerimiento de autoridad”, esto con fundamento en el numeral antes invocado, dado que esa conducta encierra la realización de dos hechos, a saber, presentar la declaración de manera extemporánea y a virtud de requerimiento de autoridad, hipótesis fácticas que encuentran su sanción en dispositivos diversos. 

En efecto, le asiste la razón a la actora, cuando hace de manifiesto que la conducta administrativa se encuentra indebidamente motivada y fundamentada, dado que se establece que la conducta de la contribuyente encuadra en lo referido en la fracción I, del numeral 153, del Código Fiscal Estatal, siendo que en la materialidad de los hechos, correspondía a la autoridad fundamentar la causa de sanción en la fracción III, del artículo 153, del Código Fiscal del Estado, al considerar que las declaraciones y formularios de pago fueron presentados a virtud del requerimiento de autoridad, por tanto, la fundamentación y motivación invocada por la autoridad, resulta a todas luces ilegal.

De acuerdo a lo anterior, ésta Primera Sala Unitaria advierte que la autoridad demandada, fundó y motivó indebidamente su actuación, ya que el legislador fue claro al establecer cuáles son las hipótesis de infracción contenidas en el precepto a que se alude, por tanto, los fundamentos y motivos en que se haya basado para la emisión del acto, deben ser acordes con la infracción cometida, sin que así haya acontecido. 

Por tanto, la conducta que la autoridad fiscal describe como infractora en el oficio determinante de multas por infracciones (multa por presentar extemporáneamente y no espontáneamente la declaración y formulario de pago), no encuadra con la situación fáctica que realmente ocurrió, consistente en la presentación de las declaraciones a requerimiento de autoridad, prevista en el precepto legal y fracción antes transcritos; no obstante que en el oficio impugnado la propia autoridad fiscal reconoce el hecho de que existió un requerimiento por parte de la autoridad hacendaria para conminar al contribuyente a cumplir con la obligación a su cargo, previo a la presentación de las declaraciones respectivas, ello al señalar “(…) misma que fue solicitada mediante requerimiento de Autoridad número: 13/22-0000000127, notificado el día 15/09/2022”, además la propia Autoridad ofrece las documentales, que se encuentran agregadas a fojas (27)   consistente en el requerimiento emisión folio 000000127 de fecha 11 de mayo 2022 y la notificación que obra a fojas de fecha treinta de mayo de 2022 (28), la que hace prueba plena en contra de la Autoridad demandada, con fundamento en los artículos 388 y 395 del Código de Procedimientos Civiles en el Estado.  

Por,  lo cual hace evidente que medió requerimiento formulado por la autoridad hacendaria, acto formal a través del cual se le hizo saber al contribuyente, la omisión en que incurrió, por lo que la conducta se ajusta a la hipótesis legal prevista en el numeral 153, fracción IIl, del Código Tributario.

En ese orden de ideas, y atendiendo al principio de tipicidad, la autoridad está obligada a encuadrar la hipótesis normativa que considera infringida con la conducta del contribuyente, de tal manera que no exista duda que cometió la infracción; lo anterior es así, en tanto que el principio de tipicidad se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inequívoca de la infracción, y supone en todo caso la presencia de una ley cierta que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones, por lo tanto, si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la autoridad debe acreditar en su resolución que la conducta realizada por el afectado encuadra exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida.

En las relatadas condiciones, el acto controvertido se considera indebidamente fundado y motivado, en contravención a lo establecido en el artículo 16 Constitucional, y en concordancia con el artículo 46, fracción IV, del Código Fiscal del Estado, por lo que esta Primera Sala Unitaria resuelve decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de la resolución identificada con el crédito fiscal número 162313, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; mediante la cual, se impone multa a la parte actora por una cantidad de $1,556.01 (MIL QUINIENTOS CINCUENTA Y SEIS PESOS CON UN CENTAVO 01/100 M.N.),  por lo que se actualiza la causal de ilegalidad prevista en el numeral 250, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luís Potosí, y por consecuencia se decreta la NULIDAD TOTAL, dejándolo sin efecto legal alguno.

En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la parte actora. Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer Tribunal  Colegiado  del   Segundo  Circuito,  Octava  Época, del  Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página:  466, que cuyo rubro es: “CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.” 

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracciones I,  III, y 9º fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 248, 250 fracción II, 251 primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:
PRIMERO.- Esta  Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La parte actora acreditó su acción y en consecuencia se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, y por consecuencia se decreta su NULIDAD TOTAL, de acuerdo a los razonamientos precisados en el último Considerando de la presente resolución.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas, con copia autorizada de esta resolución.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. Rubrica.
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
**********
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